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TEMAS:
PENSIÓN CONVENCIONAL / BENEFICIARIO: TRABAJADOR OFICIAL DEL MUNICIPIO DE PEREIRA / FORMA DE DETERMINAR ESA CALIDAD / CONVENCIÓN COLECTIVA / VIGENCIA / APLICACIÓN DEL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005.
Quienes prestan sus servicios a los entes públicos tienen, genéricamente, la denominación de servidores públicos, sin embargo, atendiendo la naturaleza de sus funciones y su vinculación, permite clasificarlos como trabajadores oficiales y empleados públicos, estando los primeros vinculados mediante un contrato de trabajo y los segundos mediante una relación legal y reglamentaria y desempeñando cada uno roles diferentes al interior de la administración.

Frente a este aspecto, el de las funciones o perfiles que cada uno de los servidores cumple, existen múltiples reglas para determinar quiénes están clasificados en uno y otro rengo, dependiendo de la naturaleza de la entidad pública. (…)
“PUNTO 8º: Los trabajadores oficiales que hubieren ingresado al Municipio de Pereira a partir del 1º de enero de 1990, tendrán derecho a la pensión de jubilación cuando cumplan todos los requisitos exigidos por la Ley para tal efecto. Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1º de enero de 1990, tienen derecho a su jubilación cuando cumplan veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, sin tener en cuenta la edad”. (…)
En este litigio, el actor invoca la segunda parte de la norma, para lo cual trae los supuestos de hecho comprobados en esta litis, esto es, una vinculación anterior al 1 de enero de 1990, puntualmente del 22 de noviembre de 1982 que se extendió hasta el 25 de enero de 2000 y una postrer vinculación como trabajador oficial que data del 3 de enero de 2005 a la fecha, en calidad de obrero de la secretaria de infraestructura del Municipio de Pereira…
Ahora bien, la disposición a la que se acoge el demandante, por sólo exigir 20 años continuos o discontinuos de servicios, sin tener en cuenta la edad, empieza así: "Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1o de enero de 1990", puede ofrecer de su lectura una doble interpretación. (…)
Resuelto entonces el primero de los puntos de debate, se centrará la Sala en el estudio del segundo dilema, que es el atinente a la vigencia del acuerdo convencional en virtud de las reglas del Acto Legislativo 01 de 2005.

Pues bien, es claro que en virtud del parágrafo 3º del Acto Legislativo 01 de 2005, se proscribe la posibilidad pactar o acordar condiciones pensionales más favorables que las contenidas en la legislación vigente. Respecto a las normas convencionales que al momento de inicio de tal acto reformatorio de la constitución estuvieren rigiendo, el aludido parágrafo estableció en su tenor literal:

“Las reglas de carácter pensional que rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado”.

Dicha norma, como lo ha decantado la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, ha derivado tres hipótesis. (…)

… acogiendo el criterio del órgano de cierre de la jurisdicción laboral, es del caso indicar que claramente la convención colectiva cuya aplicación se pide en este proceso, se encontraba vigente al momento de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 en virtud de las prórrogas automáticas contempladas en el canon 478 del CL, sin que entre ese momento y el 31 de julio de 2010, se tenga noticia de denuncia de la misma, por lo que en aplicación de la doctrina elaborada por la Sala de Casación Laboral claramente para el momento en que el demandante consolidó o cumplió los 20 años de servicio, 20 de octubre de 2007, se encontraba plenamente aplicable la convención colectiva de trabajo, cayéndose por su propio peso los argumentos de la parte apelante.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

La razón de mi disentimiento estriba en lo siguiente:  

Las pensiones que tienen una naturaleza convencional, como la reclamada en este asunto, indudablemente se deben regir por el tenor de las mismas normas pactadas y por las cláusulas que tenga como objeto darle un alcance determinado a una clausula convencional.

La norma convencional que se invoca como sustento de la pensión perseguida, en su tenor literal establece “… Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1º de enero de 1990, tienen derecho a su jubilación cuando cumplan veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, sin tener en cuenta la edad”.
Lo primero que debe tenerse en cuenta es que para fijarle el alcance a una norma convencional es indispensable que se analice de manera integral el acuerdo extralegal, sin tomar de manera aislada fragmentos o partes de las cláusulas, buscando con ese ejercicio hermenéutico, establecer la voluntad de las partes que suscriben el acuerdo y el alcance que ellos quisieron darle. (…)

Así las cosas, para poder acceder a esta pensión convencional debió el actor acreditar que por 20 años ostentó la calidad de trabajador oficial, la que no hay duda la tuvo a partir del 3-01-2005 cuando ingresó al municipio como obrero a través de contrato de trabajo; certidumbre que no se tiene en relación con la vinculación con las Empresas Públicas del Municipio de Pereira para el lapso de 1982 al 2000, al haber sido esta entidad establecimiento público hasta 1996…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, a los nueve (9) días del mes de mayo de dos mil diecinueve (2019), siendo las nueve y cuarenta y cinco de la mañana (9:45 a.m.), reunidos en la Sala de Audiencia los suscritos magistrados de la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, el ponente declara abierto el acto, que tiene por objeto resolver el recurso de apelación presentado por el apoderado judicial del Municipio y el grado de consulta de la sentencia proferida el 21 de agosto de 2018 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Octavio Escobar Flórez contra Municipio de Pereira.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

ANTECEDENTES
Pide el demandante que se declare que el actor ha estado al servicio del ente territorial demandado desde el 12 de noviembre de 1982 y que es beneficiario de la convención colectiva suscrita entre el sindicato de trabajadores del Municipio de Pereira y dicha municipalidad el 1 de enero de 1991 y que se declare que el actor prestó servicios por 20 años discontinuos; en consecuencia, pide que se condene al Municipio de Pereira que en virtud del punto 7 de la convención colectiva ya mencionada, reconozca y pague la pensión de jubilación al demandante y las costas del proceso.

Como sustento fáctico de las pretensiones se relata que el demandante ingresó a laborar el 12 de noviembre de 1982 como trabajador oficial de las empresas públicas del Municipio de Pereira, que se retiró de las mismas el 25 de enero de 2000, que el 3 de enero de 2005 ingresó a laborar como trabajador oficial del municipio de Pereira, que el actor cumplió 20 años de servicios el 3 de enero de 2008 como trabajador oficial a favor del Municipio de Pereira, que al 31 de julio de 2011 el actor contaba con más de 25 años de servicios, que está amparado en la transitoriedad del Acto Legislativo 01 de 2005 y que las extintas empresas de servicios públicos pertenecían al Municipio demandado.

Admitida la demanda se dio traslado a la entidad territorial, la que allegó respuesta por medio de profesional del derecho que se pronunció respecto a los hechos aceptando el inicio del vínculo del demandante con las empresas públicas de Pereira y la terminación de la relación con las mismas. Frente a los restantes estima que no le constan o que no son ciertos, se opone a las pretensiones de la demanda y excepciona de fondo “Falta de causa, inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido por el Municipio de Pereira”, “Prescripción del derecho” e “Improcedencia del reconocimiento del beneficio pactado en el punto 8º de la convención colectiva del año 1990 debido a la pérdida de vigencia de la convención”.

SENTENCIA

El Despacho a-quo emitió decisión que puso fin a la primera instancia, en la que accedió a las pretensiones de la demanda, encontrando que el demandante siempre fue trabajador oficial, y ha prestado servicios por más del tiempo requerido en el texto convencional, por lo que impone al ente demandado el reconocimiento de la prestación, a partir del día siguiente al del retiro del demandante.

Para así concluir, encontró que el demandante entre el 22 de noviembre de 1982 y el 25 de enero de 2000, prestó sus servicios en la Empresa de Servicios Públicos de Pereira, período servido como trabajador oficial, amén que las tareas desarrolladas fueron de sostenimiento de obras. Igualmente, en el año 2005 se volvió a vincular con el Municipio de Pereira, nuevamente como trabajador oficial, completando los 20 años de servicios, exigidos en el texto convencional, el 20 de octubre de 2007. Respecto a la aplicabilidad de dicho convenio, encuentra que al ser trabajador oficial y al tener -la organización sindical- vinculados a más de la tercera parte de los trabajadores del Municipio, por lo que por extensión el actor resulta beneficiario.

Finalmente, en lo tocante a la vigencia del acto convencional, teniendo en cuenta el Acto Legislativo 01 de 2005, encontró que como el derecho pensional del demandante se consolidó antes de que perdieran vigencia de manera definitiva los acuerdos convencionales  en materia pensional, no se ve afectada la pensión de jubilación del actor.

APELACIÓN
Contra el mentado fallo, el demandado interpuso el recurso de apelación; señalando dos argumentos centrales. El primero de ellos, tiene que ver con la calidad de trabajador oficial del demandante, en el período correspondiente a los años 1982 a 2000, amén que estima no está acreditada tal condición, por lo que le resulta inaplicable la convención colectiva.  El segundo argumento de ataque frente a la sentencia, es el alusivo a la vigencia del acto convencional frente a la modificación constitucional del año 2005, pues estima que la misma solo tuvo vigencia desde el momento de vigencia del acto de reforma constitucional, por un período de 2 años, a partir del 27 de julio de 2005, por lo que la convención perdió vigencia en la misma fecha del año 2007, calenda a la cual no se había consolidado el derecho pensional.

Del problema jurídico.
Visto el recuento anterior, la Sala formula el problema jurídico en los siguientes términos:
¿Ostentó el demandante entre los años 1982 a 2000 la calidad de trabajador oficial?

¿Hasta qué fecha estuvo vigente el punto 8º de la convención colectiva del Municipio de Pereira con el Sindicato de Trabajadores del Municipio de Pereira vigente a partir del 01 de enero de 1991?  
Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia y antes de que la Colegiatura, de respuesta al problema jurídico planteado, con el propósito de desatar el recurso, se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia, empezando por la parte recurrente, con la advertencia de que sus exposiciones se contraerán a lo que fue motivo de apelación (art. 66 A CPLSS.).

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis reflejan los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

III. CONSIDERACIONES:

Desarrollo de la problemática planteada.

1. Calidad de trabajador oficial.
Quienes prestan sus servicios a los entes públicos tienen, genéricamente, la denominación de servidores públicos, sin embargo, atendiendo la naturaleza de sus funciones y su vinculación, permite clasificarlos como trabajadores oficiales y empleados públicos, estando los primeros vinculados mediante un contrato de trabajo y los segundos mediante una relación legal y reglamentaria y desempeñando cada uno roles diferentes al interior de la administración.

Frente a este aspecto, el de las funciones o perfiles que cada uno de los servidores cumple, existen múltiples reglas para determinar quiénes están clasificados en uno y otro rengo, dependiendo de la naturaleza de la entidad pública.

Atendiendo a que el señor Escobar Flórez se desempeñó en la Empresa de Servicios Públicos de Pereira entre los años 1982 y el año 2000, se hace necesario determinar la naturaleza de dicha entidad y la clasificación de los servidores de la misma.

Conforme al Acuerdo 030 de 1996 aportado como anexo a la demanda –fl. 26-, las aludidas empresas tenían la naturaleza de establecimiento público, razón por lo que esta Sala se detendrá a analizar la clasificación legal de los servidores de dichos organismos. El artículo 42 de la Ley 11 de 1986 establece que los servidores municipales, por regla general, son empleador públicos, salvo los que desempeñan tareas de construcción y sostenimiento de obras públicas, quienes tendrán la calidad de trabajadores oficiales, clasificación que se extiende a los establecimientos públicos municipales y a quienes se desempeñan en la administración descentralizada por servicios (Villegas Arbeláez, Jairo, Derecho Administrativo Laboral, Tomo I, Ed. Legis, 2013, pag. 112).
Por ello, partiendo de esa clasificación, se dispondrá esta Corporación a verificar las tareas ejecutadas por el demandante a fin de establecer si efectivamente puede ser catalogado como trabajador oficial. 
Obra en el expediente, a folios 19 y ss., resolución de las extintas Empresas Públicas de Pereira del 12 de noviembre de 1982, en la que se dispuso en su artículo 6º que se vincularía por contrato de trabajo a término indefinido al señor Octavio Escobar Flórez, con el fin de que se desempeñara como obrero del departamento de aseo; a folio 21 reposa certificación emitida por la Empresa de Energía de Pereira, en la que se indica que el actor estuvo vinculado en el referido cargo de obrero en el Departamento de Aseo desde el 22 de noviembre de 1982 al 25 de enero de 2000. Posteriormente, en el año 2005, y hasta la fecha, se vinculó a laborar con el ente territorial como trabajador oficial en la secretaria de infraestructura.
En consecuencia, la norma  convencional cuya aplicación se pide es el punto 8º de la convención colectiva del año 1990, que en su tenor literal expresa: 
 “PUNTO 8º: Los trabajadores oficiales que hubieren ingresado al Municipio de Pereira a partir del 1º de enero de 1990, tendrán derecho a la pensión de jubilación cuando cumplan todos los requisitos exigidos por la Ley para tal efecto. Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1º de enero de 1990, tienen derecho a su jubilación cuando cumplan veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, sin tener en cuenta la edad”.
 

Conforme a la primera hipótesis de la disposición convencional, es acreedor a la pensión de jubilación, el beneficiario que haya cumplido los requisitos de edad y tiempo de servicios, requeridos por la ley. En tanto que en la segunda hipótesis, esto es, para quienes hubieren iniciado la prestación del servicio antes del 1 de enero de 1990,  sólo se les exige 20 años de servicios continuos o discontinuos, vale decir, sin importar la edad.

En este litigio, el actor invoca la segunda parte de la norma, para lo cual trae los supuestos de hecho comprobados en esta litis, esto es, una vinculación anterior al 1 de enero de 1990, puntualmente del 22 de noviembre de 1982 que se extendió hasta el 25 de enero de 2000 y una postrer vinculación como trabajador oficial que data del 3 de enero de 2005 a la fecha, en calidad de obrero de la secretaria de infraestructura del Municipio de Pereira, conforme al contrato visible a folio 22.
Ahora bien, la disposición a la que se acoge el demandante, por sólo exigir 20 años continuos o discontinuos de servicios, sin tener en cuenta la edad, empieza así: "Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1o de enero de 1990", puede ofrecer de su lectura una doble interpretación.

La primera, referente a que el vocablo inicial "Los trabajadores" lo utiliza en tiempo presente, o por el contrario, ese vocablo ha de asumirse en todo tiempo de la relación.

Dependiendo entonces, de que se tome en uno u otro sentido, la interpretación de la disposición será distinta, al enlazarse la otra expresión "hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1 de enero de 1990", por cuanto, si se está refiriendo al trabajador oficial actual, no interesaría que la prestación del servicio, antes del 1 de enero de 1990, estuviera regida ya por un contrato de trabajo, ora por una relación legal o reglamentaria, dado que la disposición no distingue, pues, esta sola se refiere a la prestación del servicio sin ningún otro calificativo.

Al paso que si la expresión "Los trabajadores", es entendida en todo tiempo, presente o pasado, es indudable entonces, que necesariamente, la relación de trabajo ha debido estar gobernada por el contrato de trabajo, dado que la denominación trabajador se opone al de empleado público y, por consiguiente, la norma entiende que en esa primera calidad (trabajador oficial) ha debido ligarlo antes del 1 de enero de 1990.

La situación se presenta a discusión, justamente, porque común a ambas situaciones administrativas,  es la prestación del servicio, exigida en la norma convencional para el lapso anterior al 1 de enero de 1990. Esto es, que tanto la relación legal y reglamentaria, como el contrato de trabajo, que liga al trabajador oficial con la administración pública, poseen en común la prestación personal del servicio, al punto que un buen sector de la doctrina, califica a dicha prestación de servicios como el género, y tanto al contrato de trabajo, como a la relación legal y reglamentaria, como especies de la primera.

Para la Sala la expresión "Los trabajadores" es una expresión actual, que sólo  impone al beneficiario que la invoca, la prueba de que actualmente, es trabajador oficial, aspecto que no discute el sujeto pasivo de esta contención, unido a que antes del 1 de enero de 1990, haya prestado sus servicios en pro del ente territorial accionado, sin que la misma disposición, hubiese excluido, el servicio prestado como empleado publico en ese interregno.

Desde luego, que no sería de recibo que un empleado público, obtuviera un beneficio proveniente de una cláusula convencional, que no es el caso que aquí se ofrece, puesto que la misma entidad reconoce que el demandante en la actualidad es trabajador oficial; y el hecho de que, eventualmente, en uno de los tramos de la relación no se tenga claridad respecto a la naturaleza de la vinculación, no desdibuja la relación personal misma, como requisito básico, para obtener el beneficio pensional deprecado, como quiera que la convención de trabajo, expresamente  no exigió que en el lapso anterior al 1 de enero de 1990, tenía necesariamente que regirse la relación por un contrato de trabajo, como trabajador oficial, basta simplemente, para ese período, la prestación de la relación personal de trabajo, común a una y otra situación administrativa.

Y en todo caso, al abrirse frente a la misma disposición dos interpretaciones posibles, es deber del operador jurídico aplicar la que resulte más beneficiosa a los intereses del trabajador, en virtud del principio de favorabilidad estatuido en la norma constitucional –art. 53- que conlleva la aplicación del “in dubio pro operario”.

No es claro, entonces, que el vocablo "los trabajadores", se refiera  a un tiempo pasado, esto es, con antelación al 1 de enero de 1990, que,  de entenderse así, obligaría al interprete que para ser acreedor a la disposición convencional, no podría el postulante, haber prestado sus servicios, de manera distinta al de trabajador oficial, cuando lo que con la misma pretende es que el trabajador oficial, sea el directamente beneficiario de la prestación, acreditando eso sí, que su relación personal del servicio, venía con anterioridad al 1 de enero de 1990, sin importar la calidad en que se prestaba el servicio.
Por lo anterior, entonces, debe colegirse que el tiempo laborado por el actor con antelación al 1 de Enero de 1990, puntualmente en las empresas de servicios públicos de la ciudad, claramente pueden ser tenidos en cuenta para efectos de la aplicación de la cláusula convencional prenotada, indistintamente de si fueron prestados en calidad de trabajador oficial o empleado público, en un trayecto del mismo, y sin que se ofrezca hesitación alguna que en la actualidad y desde el año 2005, ha fungido como trabajador oficial tal como se aprecia en el sub-lite.
Resuelto entonces el primero de los puntos de debate, se centrará la Sala en el estudio del segundo dilema, que es el atinente a la vigencia del acuerdo convencional en virtud de las reglas del Acto Legislativo 01 de 2005.

Pues bien, es claro que en virtud del parágrafo 3º del Acto Legislativo 01 de 2005, se proscribe la posibilidad pactar o acordar condiciones pensionales más favorables que las contenidas en la legislación vigente. Respecto a las normas convencionales que al momento de inicio de tal acto reformatorio de la constitución estuvieren rigiendo, el aludido parágrafo estableció en su tenor literal:

“Las reglas de carácter pensional que rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado”.

Dicha norma, como lo ha decantado la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, ha derivado tres hipótesis. La primera que la convención se encuentre corriendo su período de vigencia inicial al momento de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, caso en el cual al culminar ese período, las disposiciones convencionales alusivas al tema pensional perderán vigencia. La segunda hipótesis es que el texto convencional este vigente, para el momento del inicio de la vigencia del AL 01 de 2005, en virtud de las prórrogas automáticas que establece el canon 478 del CL y la tercera cuando, al momento de la vigencia de la reforma constitucional, el acuerdo convencional rige efectos por la denuncia del mismo y la posterior iniciación del conflicto colectivo de trabajo. La respuesta y los efectos de la segunda y tercera hipótesis, ha sido tratado por el órgano de cierre, con el siguiente talante:

“En las dos últimas situaciones, debe advertirse que la convención sigue vigente por ministerio de la ley y no por voluntad de las partes. En estos casos, de conformidad con el parágrafo 3º transitorio, las disposiciones convencionales en materia de pensiones continúan su observancia hasta el 31 de julio de 2010 y no pueden las partes ni los árbitros, entre la vigencia del acto legislativo y el 31 de julio de 2010, pactar o disponer condiciones más favorables a las que están en vigor a la fecha en que entró a regir el acto legislativo.

Quiere decir lo anterior, que por voluntad del constituyente delegado, las disposiciones convencionales en materia de pensión de jubilación que se encontraban rigiendo a la fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 1 de 2005, mantendrán su curso máximo hasta el 31 de julio de 2010, lo que indica que ni las partes ni los árbitros pueden regular condiciones más benéficas a las estipuladas, pues la voluntad superior les ha prohibido expresamente tratar ese punto. […] 

La segunda y tercera hipótesis, básicamente expresan un mismo razonamiento, en el sentido que en el evento de que la convención haya sido objeto de sucesivas prórrogas por cuenta de lo dispuesto en el artículo 478 del Código Sustantivo del Trabajo, las reglas pensionales subsisten hasta el 31 de julio de 2010, fecha fijada como límite a la pervivencia de los beneficios pensionales extralegales. A modo de ejemplo, si el vencimiento de un acuerdo colectivo ocurrió en diciembre de 2004 y por fuerza de la renovación legal aludida se ha extendido en múltiples ocasiones de 6 en 6 meses, las prestaciones pensionales allí previstas subsistirán hasta tanto sean eliminados por voluntad de las partes y como máximo hasta el 31 de julio de 2010. […] 

En el segundo escenario, es decir, cuando las reglas pensionales de la convención venían siendo objeto de una o varias prórrogas automáticas antes de la vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, la cuestión adquiere otros matices. 
En efecto, aquí, la renovación de los acuerdos se produce por ministerio de la ley, no por voluntad de las partes. En este caso, de conformidad con el parágrafo transitorio 3, los beneficios pensionales perdurarán hasta el 31 de julio de 2010, fecha en que perecen por expreso mandato constitucional. Por la misma razón, es válido que los trabajadores alcancen los requisitos pensionales durante las prórrogas automáticas iniciadas antes del 29 de julio de 2005 y que continuaron su curso hasta el 31 de julio de 2010, data en que las reglas pensionales contenidas en las convenciones colectivas se extinguen” (sentencias SL 31000, 31 en. 2007, reiterada en SL 30077, 23 en. 2009, SL 39797, 24 abr. 2012, SL1409-2015, SL4963-2016,  SL5326-2018).  
Así las cosas, acogiendo el criterio del órgano de cierre de la jurisdicción laboral, es del caso indicar que claramente la convención colectiva cuya aplicación se pide en este proceso, se encontraba vigente al momento de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 en virtud de las prórrogas automáticas contempladas en el canon 478 del CL, sin que entre ese momento y el 31 de julio de 2010, se tenga noticia de denuncia de la misma, por lo que en aplicación de la doctrina elaborada por la Sala de Casación Laboral claramente para el momento en que el demandante consolidó o cumplió los 20 años de servicio, 20 de octubre de 2007, se encontraba plenamente aplicable la convención colectiva de trabajo, cayéndose por su propio peso los argumentos de la parte apelante. 

Por tanto, ninguna duda queda que el actor tiene derecho a la pensión de jubilación convencional, en los términos fijados en la decisión de primer grado, debiendo por tanto confirmarse la misma.

Frente a las costas en esta instancia, se impondrán las mismas a cargo del Municipio de Pereira y a favor del demandante.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Confirma la sentencia apelada y consultada, emitida el 21 de agosto de 2018 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, en el proceso de la referencia. 

2. Costas en esta instancia a cargo del Municipio de Pereira.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN



OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

      Magistrada






         Magistrada
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Pensión convencional, interpretación cláusula convencional
SALVAMENTO  DE VOTO 

Con el debido respeto disiento de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero debió ser revocada la sentencia objeto de apelación y consulta.

La razón de mi disentimiento estriba en lo siguiente:  
Las pensiones que tienen una naturaleza convencional, como la reclamada en este asunto, indudablemente se deben regir por el tenor de las mismas normas pactadas y por las cláusulas que tenga como objeto darle un alcance determinado a una clausula convencional.

La norma convencional que se invoca como sustento de la pensión perseguida, en su tenor literal establece “Los trabajadores oficiales que hubieran ingresado al Municipio de Pereira a partir del 1º de Enero de 1990, tendrán derecho a la pensión de jubilación cuando cumplan todos los requisitos exigidos por la Ley para tal efecto. Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al Municipio de Pereira con anterioridad al 1º de enero de 1990, tienen derecho a su jubilación cuando cumplan veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, sin tener en cuenta la edad”.

Lo primero que debe tenerse en cuenta es que para fijarle el alcance a una norma convencional es indispensable que se analice de manera integral el acuerdo extralegal, sin tomar de manera aislada fragmentos o partes de las cláusulas, buscando con ese ejercicio hermenéutico, establecer la voluntad de las partes que suscriben el acuerdo y el alcance que ellos quisieron darle. Así lo ha enseñado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
 en reciente pronunciamiento, del cual resulta pertinente citar el aparte correspondiente:

“Cabe precisar que esta Corporación no puede realizar una lectura literal y por fragmentos de los textos convencionales, como lo propone el recurrente, pues, precisamente, en aras de desentrañar la voluntad de los contratantes, las convenciones colectivas de trabajo constituyen un todo y, por tanto, su interpretación debe ser integral, armónica y útil a los intereses y expectativas razonables de ambas partes”  

Igualmente, debe decirse que en esta labor interpretativa de las clausulas convencionales, no tiene cabida el principio de in dubio pro operario, pues el mismo alude únicamente al carácter oscuro de normas con alcance nacional, carácter del que carece el texto convencional. (Así lo ha dicho la Sala de Casación Laboral entre otras en providencias del 4 nov. 2009, rad. 5818, SL7807-2016 y SL609-2017).

Así las cosas, para poder acceder a esta pensión convencional debió el actor acreditar que por 20 años ostentó la calidad de trabajador oficial, la que no hay duda la tuvo a partir del 3-01-2005 cuando ingresó al municipio como obrero a través de contrato de trabajo; certidumbre que no se tiene en relación con la vinculación con las Empresas Públicas del Municipio de Pereira para el lapso de 1982 al 2000, al haber sido esta entidad establecimiento público hasta 1996, donde la regla general es que sus servidores son empleados públicos salvo los de construcción y sostenimiento de obras públicas (decreto 3135 de 1968 art. 5); siendo insuficiente para llegar a esa conclusión el solo nombre de su cargo: obrero departamento de aseo nivel 2, sin que se hubieren decretado pruebas en esta instancia para zanjar tal duda.   

En estos términos dejo sentado mi salvamento de voto. 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  
Magistrada
� M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo. SL17030-2016 Radicación N.° 46583 del 16/11/2016
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